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LOS ORIGENES DEL CONTRATO ADMINISTRATIVO 
EN El DERECHO ESPAÑOL 

A Eduardo Garc{a de Enterria, mi maestro. 
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INTRODUCCION 

En otra ocasión hemos hecho notar aue. 

desde el punto oe vista de las relaciones 

entre los diversos noderes del Estado. Ja ca­

racterística más sobresaliente de la jurisdic­

ción contencioso-administrativa, en su últi­

ma regulación, es su carácter judicialista. 1 

La misma Exposición de Motivos de la Ley 

Reguladora lo afirma en términos que no ad­

miten duda: «La ley es judicialista siguiendo 

la orientación que impuso la ley de 5 de abril 

de 1904, en cuanto confía la Jurisdicción 

contencioso - administrativa a verdaderos 

tribunales encuadrados en la común organi­

zación judicial e integrados por Magistrados 

profesionales, con los deberes e incompatibi­

lidades propios de su cargo». 

r Vid. mi trabajo: La responsabilidad criminal de los 
f,mcionarios y sus óbstáculos, en "Revi�ta de Admini,tración 
Pública", núm. 31, 96 y ss. 

7 

Nada tenemos que objetar a esta judicia­

lización de lo contencioso-administrativo, 

máxime cuando este encuadre dentro del 

poder judicial ha tenido una compensación 

tan provechosa, y de la que tan fecundos re·· 

sultados es de esperar, cual es la especializa­

ción de los propios Magistrados que han de 

juzgar el actuar administrativo. Sin embar­

go, creemos que de este hecho, que de �sta 

generosa sumisión de la Administración a 

la fiscalización del poder judicial, no se han 

extraído todas las consecuencias debidas en 

orden a alcanzar el máximum de control 

sobre la actividad administrativa en cuanto 

exigencia del principio de legalidad. 

Nuestra queja va dirigida contra un punto 

concreto: el reparto de competencia en ma­

teria contractual entre la Jurisdicción admi­

nistrativa y la jurisdicción ordinaria. En 

este punto la Ley Reguladora nada ha 

innovado. La actividad administrativa o.e 

derecho privado sigue domiciliada en la Ju­

risdicción contencioso-administrativa. Antes, 

según el artículo 5 de la Ley de 1894, a pesar 

de su naturaleza civil (lo que se expresaba 

por el término adversativo sin embargo), los 

contratos que celebra la Administración, si 

tenían por finalidad obras o servicios públi­

cos, entraban en la Jurisdicción administra­

tiva. Ahora, según el artículo 3, apartado a) 
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de la Ley Reguladora «cualquiera que sea su 
naturaleza jurídica» (privada), contmuarán 
en la Jurisdicción administrativa si concurre 
en ellos la finalidad, obras o servicios públi­
cos. 2 Por ello, las relaciones jurídicas de 
Derecho privado en que interviene la Admi­
nistración, entran, sólo en parte, dentro de 
la Jurisdicción administrativa. Esta entrada 
parcial es la que expresa la Exposición de 
Motivos de la Ley Reguladora, al decir que 
la competencia de la Jurisdicción, sólo nor­

malmente está determinada por la esencia 
y propio contenido del Derecho administra­
tivo. La anormalidad viene dada por estos 
contratos, por naturaleza civiles, de que co­
noce la Jurisdicción administrativa. Y este 
es, precisamente el objeto de nuestra queja: 
que se haya mantenido el reparto de com-

a En contra, S. MARTIN RETORTILLO (El Derecho 
civil en la génesis del Derecho administrativo y sus institu­
cionlM, Sevilla, 1960, págs. 158, y ss.) interpreta la éxpresión 
legal "cualquiera que sea su naturaleza", para que el texto 
de la ley no carezca de significado, en el sentido de referirla 
a la posible naturaleza pública o privada de los contratos de 
la Administración. Entendemos, por el contrario, que el texto 
d� la Ley tiene sentido con referencia a las diversas natura­
lezas jurídica,s existentes dentro del Derecho privado. Así los 
ccr.tratos privados de la Administración pueden ser civiles, 
mercantiles, laborales, y dentro de éstos caben a su vez nuevas 
distinciones por diverEidad de naturaleza. Sobre la interpre­
ta.ción del término "sin embargo" y la naturaleza privada de 
los contratos, vid. GARCIA DE ENTERRIA, La configura­
ción del recurso de lesividad, en "Revista de Administración 
Pública", núm. 15, págs. rrz y ss. 

9 

petencias en materia contra_ctual; que se 

haya mantenido dentro de los mismos lími­

tes; que no se haya otorgado a la Jurisdic­

ción administrativa, competencia para co­

nocer de todos los contratos privados en que 

la Administración es parte. Las razones en 

que apoyamos nuestra crítica las examina­

mos a continuación. 2 bis 

El primer cargo que cabe formular contra 

el reparto de la competencia en materia con­

tractual, es que tiene su origen en una larga 

2 bis Queremos dedicar un breve comentario al artíc•1-
lo 41 de la ley de Régimen Jurídico, cuya redacción nos pa­
rece en contradicción evidente con el artículo 3 de la Ley 
.Reguladora. -Creemos que la intención del legislador en la 
Ley de Régimen Jurídico ha ,sido solamente la de regular la 
respo1.sabilidad extracontractual del Estado, distinguiendo den­
tro de ésta la ocasionad:;t por la actividad de lo.s servicios pú­
blicos (artículo 40) de la ocasionada por los entes privados 
del Estado y su patrimonio privado (artículo 41) provocando, 
la primera, la competencia de la jurisdicción administrativa, 
y la segunda, la .competencia de la jurisdicción ordinaria. Sin 
embargo, el artículo 41, al usar la expresión "cuando el Esta­
d3 actúa en relaciones de Derecho privado", sin más precisio­
ne� ni salvedades, extravasa el supuesto de responsabilidad 
extracontractual, por daño originado por el dominio privado 
del Estado y de lo.s entes privados de él dependientes, y viene 
a comprender los supuestos de responsabilidad contractual ori­
ginados por el incumplimiento de todos los contratos privados 
del Estado. Por esta vía, lo.s de esta índole que tuviesen por 
finalidad obras y servicios públicos, vendrían a ser sustraídos 
a la -competencia de la jurisdicción administrativa. Esta, repe­
timos, creemos que no ha sido la intención del legislador, pero 
el peligro de esta interpretación por el uso del término "rela­
ciones", que incluye forzosamente los supuestos de responsa­
bilidad contractual, obliga, con urgencia, a postular la opor­
tuna reforma. 
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lucha entre los Tribunales y una Jurisdicción 
administrativa no judicialista. Es fruto este 
reparto, en otras palabras, de una transac­
ción entre el poder judicial y el ejecutivo, 
que se consideraban defensores de unos in­
tereses privados y públicos, contrapuestos. 
Desaparecida la causa de esta fricción, por 
la existencia de una jurisdicción administra­
tiva judicialista, su efecto, en cuanto limt­
tativo de su competencia, debía de haber de­
jado de pesar cuando en 1956 la nueva Ley 
Reguladora establece de nuevo el reparto de 
la materia contractual entre una y otra ju­
risdicción. 

Por otra parte, y este es el principal mo­
tivo, los contratos privados que la Adminis­
tración celebra, tengan o no por finalidad 
obras y servicios públicos, están sometidos a 
un régimen mixto de Derecho público y pri­
vado, en el cual las reglas de Derecho pú­
blico guardan su individualidad propia, por 
tratarse no de un régimen de fusión, sino 
de yuxtaposición. 3 La domiciliación en la Ju:­

rísdicción ordinaria de parte de los contra­
tos privados de la Administración implica, 
por consiguiente, que aquella Jurisdicción 
haya de pronunciarse sobre la aplicación de 

3 LAMARQUE, Recherches sur l'application d,t Droit 
privé aux services publics administratifs, París, 1960, pág. 5.29. 

11 

normas de Derecho público, constituidas 

fundamentalmente por las que regulan la 

formación de los contratos y las que marcan 

la competencia para contratar, a las que se 

reconduce el problema de capacidad. ¿ Y esta 

apreciación de la validez de los contratos 

privados de la Administración, respecto a la 

aplicación en los mismos de normas de Dere­

cho administrativo, no excede de la propia 

competencia de la Jurisdicción ordinaria y 

quebranta la ecuación Derecho administra­

tivo-jurisdicción administrativa, que esta­

blece el artículo 1 de la Ley Reguladora? 

¿ Y si a la Jurisdicción ordinaria se le niega 

competencia sobre estos extremos, no que­

dan estas normas sin posible fiscalización 

ante la resistencia de nuestra jurispruden­

cia, a admitir la fiscalización por la Jurisdic­

ción administrativa de los actos separables 

y la falta de regulación, por otra parte, 

de un recurso de interpretación ante esta 

última? 4 

Pero también son razones prácticas las 

que aconsejan la unidad de jurisdicción. Los 

litigantes deben saber con claridad cuál es 

la jurisdicción donde deben ejercitar sus 

pretensiones. Por contra, llevamos más de un 

4 Sobre el primer punto, GARCIA TREVIJANO, Con­
tratos y actos ante el Tribuna,/ SU,/Jremo, en "Revista de 
Administración Pública", núm. 28, pág. 164. 
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siglo, concretamente desde 1845, en que los 
contratantes con la Administración han en­
contrado en el confuso criterio de biparti­
ción de competencias un serio obstáculo al 
reconocimiento de sus pretensiones, origi­
nándose vías inútiles, declaraciones de in­
competencia e, incluso, reduplicación de pro­
cesos en una y otra jurisdicción, en la apre­
ciación de una misma relación jurídica. 5 

JEZE, en su comentario al arret «Société des 
Granits des Vosgues», declaraba en 1914: 
«Si hay alguna condición esencial de una 

buena organización jurisdiccional, es ésta: 

que los litigantes puedan determinar fácil­

mente, rápidamente, el Tribunal ante el que 

hayan de comparecer. Toda regla de compe­

tencia difícil de interpretar es mala. Expone 

a los litigantes a errores y por consecuencia 

a pérdidas de tiempo y de dinero. El servicio 

5 Como un ejemplo de reduplicación de procesos sobre una 
misma relación, pueden verse las sentencias de 1 5· de octubre 
d(l 1960, de la Sala Primera, v la ,sentencia de 21 de septiem­
bre de 1·960, Sala Tercera, publicadas simultáneamente en el 
B O. del E. de 23 de noviembre de 1960, en las que se dis­
cute una misma relación jurídica: la cesación de un contrato 
de .concesión de servicio de una explotación de cantina en una 
estación. La primera sentencia re.cae dentro de un procedi­
miento de desahucio y el T. S. califica la relación de contrato 
de arrendamiento de industria; la segunda recae en un proceso 
contencioso-administrativo y califica la relación de concesión 
de servicio. El peligro de esta duplicidad es que pueda originar 
fallos contradictorios. De todas formas la reduplicación de 
gastos y molestias· para los administrados es indudable. 

13 

de justicia debe estar organizado para los 

litigantes y no para los jueces o para los 

abogados y procuradores». Y añadía: «por 

esto sólo, porque el criterio propuesto por el 

Comisario del Gobierno L. Blum y aceptado 

por el Consejo de Estado es sutil y de inter­

pretación difícil, es prácticamente detesta­

ble». 6 Y LAMARQUE ha puesto de palpitante 

actualidad en el Derecho francés, este viejo 

problema de repartición de competencias. 

Los supuestos en nuestro Derecho son simi­

lares, si no dogmática, sí, al menos práctica­

mente, y, por ello, suscribimos íntegramente 

sus afirmaciones: «Para los contratos, como 

para los agentes de la administración y el 

dominio, una sola jurisdicción debe ser com­

petente. Atendiendo a la fusión de los órde­

nes jurisdiccionales, administrativo y jud'i­

cial, que, avidentemente hace posible la 

mejor solución, ésta no puede ser otra, en 

el estado actual de nuestro sistema jurídico, 

y en razón de su especialización, que la Ju­

risdicción administrativa. Nada le impide 

aplicar los principios de Derecho privado; 

presenta las mismas garantías que la Juris­

dicción civil y a,espués d'e la Reforma de 1953, 

con la nueva organización de los Tribunales 

6 Cit. por LAMARQUE, pág. 528. 
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administrativos, se ha reconciliado con los 

litigantes». 1 

Pero algo puede hacerse mientras esta 

reforma no se efectúa. Una jurisprudencia 

particional, con criterio restrictivo, había li­

mitado la competencia de la Jurisdicción ad­

ministrativa en los contratos de Derecho pri­

vado a sólo aquellos que tuvieran por finali­

dad d'irecta e inmediata un servicio público. 

La exigencia de esta inmediatividad entre el 

contrato y el servicio, a pesar de la reitera­

ción con que era exigida, no ha sido recogida 

por··e1 artículo 3 de la actual Ley Reguladora, 

por lo que el criterio de la finalidad creemos 

que no debe ser entendido con esta restric­

ción. Con ello todos los contratos privados 

que encajan en la categoría de los llamados 

instrumentales, deben tener libre entrada en 

la Jurisdicción administrativa. 8 

El sistema que propugnamos en orden a 

7 LAMARQUE, ;pág. 5z9. 
8 Sobre el concepto de contrato instrumental, CAM1MEO 

(1 contrati de la publica administrazione, Firenza, 1954 (pá­
ginas 121 y ss.). Opone el autor los contratos instrumentale, 
a los finales. Los primeras tienen por objeto el procurarse la 
Administración los medios y servicios necesarios para el soste­
nimiento de sus órganos. Por contra, los contratos finales tienen 
por finalidad procurar a los administrados ciertos servicios uti 
singuli, e implican una salida de bienes y servicios de la Ad­
ministración a los administrados; también GARCIA TREVI­
JANO: Principios sobre los contratos de la Administraci6n 
co11 especial referencia a la esfera local, en "Revista de Es­
tudios de la Vida Local", núm. 8-7, pág. 316. 

15 

la competencia para la materia contractual 
no carece de antecedentes-en nuestro Dere­
cho. Es más, el diseño ordinario de la Juris­
dicción administrativa partía de este supues­
to: la atribución a la Jurisdicción admínis­
trativa de todos los litigios originados por 
los contratos en que la Administración era 
parte. En este sentido, el artículo 1 del Re­
glamento de 30 de diciembre de 1846, some­
tió a la jurisdicción del Consejo Real «las 

demandas contenciosas sobre el cumplimien,­

to, inteligencia, rescisión y efectos de los 

remates, y contratos celebrados directamente 

por el Gobierno, o por las Direcciones Ge­

nerales d'e los a,iferentes rarnos de la Aami­
nistración», y si bien el artículo 8 de la Ley 
de 2 de abril de 1845 usó la expresión «para 

toda especie de servicio y obras públicas», 

esta expresión no se formuló con alcance 
limitativo, sino que la atribuc;ión de compe­
tencia a los consejos provinciales, se realiza 
«para todos los negocios de naturaleza civil», 
y, por ende, «de los contratos de cualquier 
especie», celebrados por la Administración 
con los particulares» ( artículos 2 y 3 del Real 
Decreto de 23 de abril de 1846). A partir de 
este momento se inicia la pugna Tribunales­
Administración originadora del criterio par­
ticional con casi medio siglo de retraso al 
planteamiento de análogo problema en el 

16 
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Derecho francés, del que se importan con las 

construcciones legales los opuestos criterios 

de la lucha por las competencias. El hecho 

de esta importación es lo que justifica nues­

tro trabajo sobre el origen de la bipartición 

de competencias en el Derecho francés, pues, 

sin esta referencia, el estudio posterior de 

análogo problema en nuestro Derecho no 

podría ser correctamente entendido y va­

lorado. 

Es esta misma circunstancia la que jus­

tifica la amplia referencia a la doctrina de 

CORMENIN sobre los contratos de la Admi­

nistración, por responder el sistema que pro­

pugna para éstos a un tratamiento mixto, 

equidistante del que correspondería a las 

materias puramente administrativas y pura­

mente civiles, y que se recogerá en el Real 

Decreto de 27 de febrero de 1852. Sistema éste 

que no explica por sí solo el origen de las 

prerrogativas de la Administración en el 

contrato, ya que si bien la técnica pacciona­

da no deja de producir su efecto, pues en 

cierto modo aquellas prerrogativas tienen su 

base en una cláusula del contrato, son más 

bien consecuencia del sistema procedimental 

contencioso-administrativo, lo que pone pe­

ligrosamente en tela de juicio buena parte 

de la pretendida substantividad del contrato 

administrativo. 

17 

El estudio del origen de la bipartición de 

competencias en el Derecho español no tiene, 

por otra parte, un interés meramente histó­

rico. Y �llo, porque la jurisprudencia de la 

Jurisdicción administrativa, en la época que 

estudiamos desde 1845 a 1875, creemos puede 

tener el mismo interés que el estudio similar 

de cualquier otra etapa, porque desde enton­

ces hasta ahora la bipartición de competen­

cias entre la Jurisdicción administrativa y la 

ordinaria se verifica sobre la repetida fórmula 

«para toda especie de servicios y obras públi­

cas». La cr ! tica, pues, que es posible verificar 

de la bipartición operada en aquella época 

puede ser válidamente trasladada a la pre­

sente, y lo mismo puede afirmarse acerca del 

alcance real del sistema de prerrogativas de 

la Administración en el contrato, ya que las 

soluciones del Real Decreto de 27 de febrero 

de 1852, todavía perduran en el capítulo V 

de la Ley de Administración y Contabilidad 

de la Hacienda Pública de 1 de julio de 1911 

y en su reforma por la Ley de 20 de diciem­

bre de 1952. 

18 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



Derecho francés, del que se importan con las 

construcciones legales los opuestos criterios 

de la lucha por las competencias. El hecho 

de esta importación es lo que justifica nues­

tro trabajo sobre el origen de la bipartición 

de competencias en el Derecho francés, pues, 

sin esta referencia, el estudio posterior de 

análogo problema en nuestro Derecho no 

podría ser correctamente entendido y va­

lorado. 

Es esta misma circunstancia la que jus­

tifica la amplia referencia a la doctrina de 

CORMENIN sobre los contratos de la Admi­

nistración, por responder el sistema que pro­

pugna para éstos a un tratamiento mixto, 

equidistante del que correspondería a las 

materias puramente administrativas y pura­

mente civiles, y que se recogerá en el Real 

Decreto de 27 de febrero de 1852. Sistema éste 

que no explica por sí solo el origen de las 

prerrogativas de la Administración en el 

contrato, ya que si bien la técnica pacciona­

da no deja de producir su efecto, pues en 

cierto modo aquellas prerrogativas tienen su 

base en una cláusula del contrato, son más 

bien consecuencia del sistema procedimental 

contencioso-administrativo, lo que pone pe­

ligrosamente en tela de juicio buena parte 

de la pretendida substantividad del contrato 

administrativo. 

17 

El estudio del origen de la bipartición de 

competencias en el Derecho español no tiene, 

por otra parte, un interés meramente histó­

rico. Y �llo, porque la jurisprudencia de la 

Jurisdicción administrativa, en la época que 

estudiamos desde 1845 a 1875, creemos puede 

tener el mismo interés que el estudio similar 

de cualquier otra etapa, porque desde enton­

ces hasta ahora la bipartición de competen­

cias entre la Jurisdicción administrativa y la 

ordinaria se verifica sobre la repetida fórmula 

«para toda especie de servicios y obras públi­

cas». La cr ! tica, pues, que es posible verificar 

de la bipartición operada en aquella época 

puede ser válidamente trasladada a la pre­

sente, y lo mismo puede afirmarse acerca del 

alcance real del sistema de prerrogativas de 

la Administración en el contrato, ya que las 

soluciones del Real Decreto de 27 de febrero 

de 1852, todavía perduran en el capítulo V 

de la Ley de Administración y Contabilidad 

de la Hacienda Pública de 1 de julio de 1911 

y en su reforma por la Ley de 20 de diciem­

bre de 1952. 

18 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



 

INDICE 

INTRODUOCION 

PRIMERA PARTE 

LOS ORIGENES DE LA COMPETENCIA DE LA JU­
RISDICCION ADMINISTRATIVA SOBRE LOS 
CONTRATOS EN EL DERECHO FRANGES ... 19 

CAPITULO !.-Los antécedentes en el antiguo régimen 
y el condicionamiento consfitucional del reparto de 
competencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .21 

r.0-La materia contractual en la Jurisdicción ad-
miniistrativa del "Ancien Régimen" ... ... ... .21 

.2.0-El impacto de la revolución y de la nueva 
forma de entendimiento de la divi�ión de po­
deres en la formulación de los criterios de 
atribución de cdmpetencias . . . . . . . . . . . . . . . .25 

3.0-�l fuero de la Administración en materia con­
tractual como consecuencia del concepto orgá-
nico del acto administrativo . . . 3.2 

4.0-El principio del Estado-deudor. . . . . . . . . . 37 

CAPITULO II.�Los principios legales y doctrinales del 
reparto de cmnipetencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . 41 

233 

Página 

1 .0-La formulación po�itiva de la exenc10n juris­
diccional : Los textos de atribución expresa a
la jurisdicción administrativa .. . .. . .. . .. . .. . 41 

2.0-La naturaleza privada de los Municipios y su 
debilitada protección frente a los Tribunales... 46 

3. 0-Los criterios doctrinales de la repartición de
competencias .. . . .. . .. . . . . . . . . . . . . . . . 5 1 

CAPITULO III.-Las normas de fondo aplicables a los 
contratos dentro de la Jurisdicción administrativa, la 
exigencia de formalidades y la articulación de la Pre-
rrogativa en el pensamiento de Cormeniii . . . Si 

CONCLUSIONES 

SEGUNDA PARTE 

LOS ORIGENES DE LA COMPETENCIA DE LA JU­
RISDICCION ADMINISTRATIVA SOBRE LOS 
CONTRATOS EN EL DERECHO ESPA�OL 69 

CAPITULO !.-Antecedentes: Desde la Constitución de 
Bayona a I845 . . . . . . . . . . .  . . . . . .  . . . . . .  . 

. . 
71 

CAPITULO II.-Los criterios doctrinales de la compe-
tencia administrativa en materia contractual . . . . . . 81 

r.º�Criterio orgánico .. . .. . . . . . .. .. . . . . .. . .. . 85 
2.0-El criterio de. la naturaleza del Derecho apli-

cable ... ... ... ... ... ... ... ... ... ·... . . . . . . 88 

CAPITULO III.-Los criterios de la competencia con-
tractual en la legislación de I845: La idea. de Fuero·. 93 

r.º-Criterio orgánico: Fuero total para los -con-
tratos de la Administración . . . . . . . . . ; . . . . . 97 

:z.º-El criterio de la finalidad de obra o servicio 
púb)ico : Fuero parcial de la Administración. 98 

J.0-La ausencia de regulación de la prejudiciali-
dad civil : Argumento indiciario del fuero total. 1 04 

4.0-La neutralidad del principio del Estado-deudor, 
en la delimitación de eompetencias . . . . . . . . . 107 

CAPITULO IV.-Los criterios de comPetencia en la Ju-
risdicción Administrativa . . . . .. llJ 

234 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



INDICE 

INTRODUOCION 

PRIMERA PARTE 

LOS ORIGENES DE LA COMPETENCIA DE LA JU­
RISDICCION ADMINISTRATIVA SOBRE LOS 
CONTRATOS EN EL DERECHO FRANGES ... 19 

CAPITULO !.-Los antécedentes en el antiguo régimen 
y el condicionamiento consfitucional del reparto de 
competencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .21 

r.0-La materia contractual en la Jurisdicción ad-
miniistrativa del "Ancien Régimen" ... ... ... .21 

.2.0-El impacto de la revolución y de la nueva 
forma de entendimiento de la divi�ión de po­
deres en la formulación de los criterios de 
atribución de cdmpetencias . . . . . . . . . . . . . . . .25 

3.0-�l fuero de la Administración en materia con­
tractual como consecuencia del concepto orgá-
nico del acto administrativo . . . 3.2 

4.0-El principio del Estado-deudor. . . . . . . . . . 37 

CAPITULO II.�Los principios legales y doctrinales del 
reparto de cmnipetencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . 41 

233 

Página 

1 .0-La formulación po�itiva de la exenc10n juris­
diccional : Los textos de atribución expresa a
la jurisdicción administrativa .. . .. . .. . .. . .. . 41 

2.0-La naturaleza privada de los Municipios y su 
debilitada protección frente a los Tribunales... 46 

3. 0-Los criterios doctrinales de la repartición de
competencias .. . . .. . .. . . . . . . . . . . . . . . . 5 1 

CAPITULO III.-Las normas de fondo aplicables a los 
contratos dentro de la Jurisdicción administrativa, la 
exigencia de formalidades y la articulación de la Pre-
rrogativa en el pensamiento de Cormeniii . . . Si 

CONCLUSIONES 

SEGUNDA PARTE 

LOS ORIGENES DE LA COMPETENCIA DE LA JU­
RISDICCION ADMINISTRATIVA SOBRE LOS 
CONTRATOS EN EL DERECHO ESPA�OL 69 

CAPITULO !.-Antecedentes: Desde la Constitución de 
Bayona a I845 . . . . . . . . . . .  . . . . . .  . . . . . .  . 

. . 
71 

CAPITULO II.-Los criterios doctrinales de la compe-
tencia administrativa en materia contractual . . . . . . 81 

r.º�Criterio orgánico .. . .. . . . . . .. .. . . . . .. . .. . 85 
2.0-El criterio de. la naturaleza del Derecho apli-

cable ... ... ... ... ... ... ... ... ... ·... . . . . . . 88 

CAPITULO III.-Los criterios de la competencia con-
tractual en la legislación de I845: La idea. de Fuero·. 93 

r.º-Criterio orgánico: Fuero total para los -con-
tratos de la Administración . . . . . . . . . ; . . . . . 97 

:z.º-El criterio de la finalidad de obra o servicio 
púb)ico : Fuero parcial de la Administración. 98 

J.0-La ausencia de regulación de la prejudiciali-
dad civil : Argumento indiciario del fuero total. 1 04 

4.0-La neutralidad del principio del Estado-deudor, 
en la delimitación de eompetencias . . . . . . . . . 107 

CAPITULO IV.-Los criterios de comPetencia en la Ju-
risdicción Administrativa . . . . .. llJ 

234 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



Página 

r.0-La relación del contrato con el servicio público
C> la construcción de obras : la . afirmación del 
criterio . . . .... .. . . . . .. . .. . .. . .. . ... .. . .. . II7 

a) Extensión del concepto, contrato para
servicios públicos .. . . .. .. . .. . .. . . .. r 20

b) El origen de la exigencia de inmediati­
vidad entre el contrato y el servicio 
,público .. . .. . .. . ... .. . .. . .. . . .. . .. r27 

2.º-'--El interés general como criterio concurrente
de la compet,mcia. de la jurisdicción adminis-
trativa .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . . .. r29 

3.0-La gestión del patrimonio privado criterio ge-
neral de la competencia judicial .. . .. . .. . . .. r 32 

4.0-Aplicación de los criterios de bipartición · a 
las convenciones complejas .. . .. . .. . .. . .. . ... r34

5.0-Una competencia de la Administración activa:
Actos administrativos separables en los .contra-
tos de gestión del patrimonio privado como
cuestiones previas . .. .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . r37 

6.0-La naturaleza de los contratos de la Adminis-
tración y la teoría de la doble personalidad r44 

CONCLUSIONES 

TERCERA PARTE 

ORIGEN, FUNDAMENTTO Y MODALIDADES DE 
LA PRERROGATIVA DE ACCION UNILATERAL 155 

CÁPITULO I.-El Procedimimento de · acción imilateral 
· ·Y el contrato ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... 157

1 .0-La posición de igualdad de las partes en el 
·procedimiento contencioso-administrativo de los 
Consejos Provinciales y del Con'lejo Real .. . 163 

2.0-La prerrogativa pactada y limitada a los su­
puestos de incumplimiento en el Real Decreto 
de 27 de febrero de r 852. La concepción es­
tricta de la teoría del Ministro-Juez .. . .. . .. . 167 

a) La prerrogativa pactada y la teoría del 
Ministro-Juez en el Derecho francé<J... r68 

b) La recepción de la doctrina del Ministro-
Juez en el Real-Decreto de 27 de fe­
brero de r852 ... .. . .. . .. . ... .. . ... 17r

235 

Página 

3.0-El reconocimiento jurisprudencia! de la pre­
rrogativa de acción unilateral para la Admi­
nistración del Estado. La concepción amplia
la doctrina del Ministro-Juez .. . .. . .. . 173 

CAPITULO II.-Las modalidades del procedimiento de 
acción unilateral y su distinta relevancia... . . . . . . 181 

CAPITULO III.-Las modalidades de la prerrogativa de 
acción unilateral sin pretensiones sustanciales .. . .. . 187 

1.0-La rescisión por motivos de legalidad o anu-
lación... ... ... ... ... ... . .. .. . .. . 189 

2,º-'-Interpretación .. . .. . . .. .. . . .. .. . 194 
3.0--Sanción .. . . .. .. . .. . .. . .. . . . . .. . 196 
4.0-El poder de inspección y vigilancia 200 

CAPITULO IV.-Las modalMades _de la prerrogativa de 
acción unilateral co1t pretensiones sustanciales . . . . . . 203 

1.0-Resci'lión... .. . . .. .. . .. . .. . . .. .. . .. . .. . .. . 207 

a) Rescisión por incumplimiento del contra-
tista ... ... ... ... . .. ... ... .. . ... ... 209 

b) Rescisión administrativa y revocación o
denuncia en los contratos civile"J . . . 211 

d) La rescisión desde la perspectiva del 
incumplimiento .. . .. . .. . .. . .. . ... ... 216

d) Los orígenes de la resci'lión por interés
público: confusión- entre rescisión y pre-
rrogativa de acción unilateral 221 

2.0-Modificación... 22, 

CONCLUSIONES . . . . . . 226 

AUTORES <CITADOS ... ... ... ... ... ... 233 

236 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



Página 

r.0-La relación del contrato con el servicio público
C> la construcción de obras : la . afirmación del 
criterio . . . .... .. . . . . .. . .. . .. . .. . ... .. . .. . II7 

a) Extensión del concepto, contrato para
servicios públicos .. . . .. .. . .. . .. . . .. r 20

b) El origen de la exigencia de inmediati­
vidad entre el contrato y el servicio 
,público .. . .. . .. . ... .. . .. . .. . . .. . .. r27 

2.º-'--El interés general como criterio concurrente
de la compet,mcia. de la jurisdicción adminis-
trativa .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . . .. r29 

3.0-La gestión del patrimonio privado criterio ge-
neral de la competencia judicial .. . .. . .. . . .. r 32 

4.0-Aplicación de los criterios de bipartición · a 
las convenciones complejas .. . .. . .. . .. . .. . ... r34

5.0-Una competencia de la Administración activa:
Actos administrativos separables en los .contra-
tos de gestión del patrimonio privado como
cuestiones previas . .. .. . .. . .. . .. . .. . .. . .. . r37 

6.0-La naturaleza de los contratos de la Adminis-
tración y la teoría de la doble personalidad r44 

CONCLUSIONES 

TERCERA PARTE 

ORIGEN, FUNDAMENTTO Y MODALIDADES DE 
LA PRERROGATIVA DE ACCION UNILATERAL 155 

CÁPITULO I.-El Procedimimento de · acción imilateral 
· ·Y el contrato ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... ... 157

1 .0-La posición de igualdad de las partes en el 
·procedimiento contencioso-administrativo de los 
Consejos Provinciales y del Con'lejo Real .. . 163 

2.0-La prerrogativa pactada y limitada a los su­
puestos de incumplimiento en el Real Decreto 
de 27 de febrero de r 852. La concepción es­
tricta de la teoría del Ministro-Juez .. . .. . .. . 167 

a) La prerrogativa pactada y la teoría del 
Ministro-Juez en el Derecho francé<J... r68 

b) La recepción de la doctrina del Ministro-
Juez en el Real-Decreto de 27 de fe­
brero de r852 ... .. . .. . .. . ... .. . ... 17r

235 

Página 

3.0-El reconocimiento jurisprudencia! de la pre­
rrogativa de acción unilateral para la Admi­
nistración del Estado. La concepción amplia
la doctrina del Ministro-Juez .. . .. . .. . 173 

CAPITULO II.-Las modalidades del procedimiento de 
acción unilateral y su distinta relevancia... . . . . . . 181 

CAPITULO III.-Las modalidades de la prerrogativa de 
acción unilateral sin pretensiones sustanciales .. . .. . 187 

1.0-La rescisión por motivos de legalidad o anu-
lación... ... ... ... ... ... . .. .. . .. . 189 

2,º-'-Interpretación .. . .. . . .. .. . . .. .. . 194 
3.0--Sanción .. . . .. .. . .. . .. . .. . . . . .. . 196 
4.0-El poder de inspección y vigilancia 200 

CAPITULO IV.-Las modalMades _de la prerrogativa de 
acción unilateral co1t pretensiones sustanciales . . . . . . 203 

1.0-Resci'lión... .. . . .. .. . .. . .. . . .. .. . .. . .. . .. . 207 

a) Rescisión por incumplimiento del contra-
tista ... ... ... ... . .. ... ... .. . ... ... 209 

b) Rescisión administrativa y revocación o
denuncia en los contratos civile"J . . . 211 

d) La rescisión desde la perspectiva del 
incumplimiento .. . .. . .. . .. . .. . ... ... 216

d) Los orígenes de la resci'lión por interés
público: confusión- entre rescisión y pre-
rrogativa de acción unilateral 221 

2.0-Modificación... 22, 

CONCLUSIONES . . . . . . 226 

AUTORES <CITADOS ... ... ... ... ... ... 233 

236 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



Este libro ha sido elaborado bajo la dirección del 

Catedrático de la Universidad de Valladolid, Don Eduardo 

García de Enterría y Martínez Carande, actualmente titular 

de la Primera ·Cátedra de Derecho Administrativo de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid. 

Presentado como tesis doctoral en la Facultad de Dere­

cho de la Universidad de Valladolid, obtuvo la calificación 

de Sobresaliente Cum Laude, en la sesión de lectura cele­

brada al efecto el 17 de enero de 1962. 

Formaron parte del Tribunal, además del director de 

la tesis, el Excmo. Sr. Don Luis Jordana de Pozas y Don 

José Antonio García-Trevijano y Fos, Catedráticos de Dere­

cho Administrativo ; el Catedrático de Derecho Civil Don 

Ignacio Serrano y Serrano; y Don Teodoro González, 

Catedrático de Derecho Político. 

239 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L



Este libro ha sido elaborado bajo la dirección del 

Catedrático de la Universidad de Valladolid, Don Eduardo 

García de Enterría y Martínez Carande, actualmente titular 

de la Primera ·Cátedra de Derecho Administrativo de la 

Facultad de Derecho de la Universidad de Madrid. 

Presentado como tesis doctoral en la Facultad de Dere­

cho de la Universidad de Valladolid, obtuvo la calificación 

de Sobresaliente Cum Laude, en la sesión de lectura cele­

brada al efecto el 17 de enero de 1962. 

Formaron parte del Tribunal, además del director de 

la tesis, el Excmo. Sr. Don Luis Jordana de Pozas y Don 

José Antonio García-Trevijano y Fos, Catedráticos de Dere­

cho Administrativo ; el Catedrático de Derecho Civil Don 

Ignacio Serrano y Serrano; y Don Teodoro González, 

Catedrático de Derecho Político. 

239 

JO
SÉ

 R
A

M
Ó

N
 P

A
RA

D
A

 V
Á

ZQ
U

EZ
LO

S 
O

RÍ
G

EN
ES

 D
EL

 C
O

N
TR

AT
O

 A
D

M
IN

IS
TR

AT
IV

O
 

EN
 E

L 
 D

ER
EC

H
O

 E
SP

A
Ñ

O
L


